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NUEVOS SUJETOS EMERGENTES

Políticas sociales, gobiernos progresistas
y movimientos antisistémicos

RAÚL ZIBECHI

Resumen
El ciclo de luchas que deslegitimó el Consenso de Washington dio paso a un conjunto de
gobiernos progresistas y de izquierda que pusieron en pie la segunda generación de
políticas sociales. Los movimientos sociales se han convertido en los canales por los
cuales el Estado lleva sus programas sociales a los territorios de la pobreza, un modo de
co-construir políticas públicas que redunda en una nueva gubernamentalidad. Para los
movimientos, convertidos ahora en organizaciones sociales o populares, se presentan
inéditos desafíos prácticos y conceptuales. De la posibilidad de superar las constriccio-
nes que impone la nueva gobernabilidad, depende que sean capaces de relanzar un nue-
vo ciclo de luchas que abra las puertas para la superación del modelo extractivista que
genera exclusión, polarización social y reduce el sistema democrático a un mecanismo
de validación electoral de los equipos gobernantes.

Palabras clave: políticas sociales; nuevas formas de dominación; movimientos so-
ciales; gobiernos progresistas.

Abstract
The cycle of struggle that undermines the Washington Consensus led to a series of
progressive and leftist governments that put up the second generation of social poli-
cies. Social movements have become the channels through which the State under-
takes its social programs to the territories of poverty, a way to co-construct public
policies resulting in a new governmentality. For movements, now transformed into
social and popular organizations, are presented unedited practical and conceptual
challenges. The possibility of overcoming the constraints imposed by the new gover-
nance depends capable of launching a new cycle of struggle which opens the door to
overcome the extractive model that generates exclusion and social polarization redu-
ces the democratic system and a mechanism Election validation teams rulers.

Key words: social policy; new forms of domination; social movements; progressive
governments.
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Oleadas de activismo social modificaron la relación de fuerzas en América Latina
y tuvieron como consecuencia indirecta la instalación de un conjunto de gobier-
nos progresistas y de izquierda en la mayor parte de los países de Sudamérica. La
acción colectiva canceló el período neoliberal caracterizado por las privatizacio-
nes, la desregulación y la apertura de las economías, y abrió una etapa más com-
pleja en la que conviven rasgos del mismo modelo con búsquedas de caminos
basados en un mayor protagonismo de los Estados y la construcción de la integra-
ción regional.

El protagonismo de los movimientos sociales fue decisivo al configurar si-
tuaciones de crisis donde la incidencia de los sujetos populares resultó determinante
a la hora de cerrar una etapa en relación con las políticas sociales. A su vez, las
respuestas dadas por los Estados en las situaciones de mayor emergencia social,
habilitaron el nacimiento de una segunda generación de políticas sociales que de
algún modo sustituyen las políticas focalizadas y compensatorias del período neoli-
beral (Clemente; Girolami, 2006). Esta nueva gama de políticas no sólo extiende
sino que profundiza las diversas prestaciones ya existentes, estableciendo nuevos
modos de relación sociedad-Estado que influyen en el tipo de gobernabilidad que,
de algún modo, inauguran los gobiernos llamados progresistas de la región.

Las nuevas formas de gobernar, en las que las políticas sociales juegan un
papel destacado, se relacionan y responden, a la vez, a las características de los
movimientos nacidos en esta etapa, que se diferencian de los del período anterior
en el cual los sindicatos ocupaban el lugar central. Los movimientos que protago-
nizaron la década de 1990 son de base territorial, representan a los excluidos por el
neoliberalismo, a los desocupados, los sin techo, sin tierra y sin derechos, en suma
a los que habitan el sótano de las sociedades, tienen una fuerte impronta cultural e
identitaria, y un papel protagónico de las mujeres y las familias (Zibechi, 2003).

Esos movimientos nacieron en un marco de acumulación por desposesión (Har-
vey, 2003), y encarnaron la oposición al nuevo patrón adoptado por el capital que
puede sintetizarse en los postulados del Consenso de Washington: liberalización de
los movimientos de capitales, desregulaciones, apertura económica, ajuste fiscal y
privatizaciones. La novedad principal de la nueva coyuntura regional, consiste a mi
modo de ver en que el Consenso de Washington fue deslegitimado pero el neolibera-
lismo no fue derrotado. Por el contrario, la acumulación por desposesión —anclada
en el modelo extractivista— se sigue profundizando en esta etapa a través de la
minería transnacional a cielo abierto, los monocultivos de soja, caña de azúcar y
palma, y del complejo forestación-celulosa. Estos emprendimientos, conducidos siem-
pre por grandes multinacionales, se apropian de los bienes comunes —en particular
agua y territorios— para convertir la naturaleza en mercancías (commodities) expor-
tadas a los países centrales o emergentes como China e India.

La privatización, concluye Roy, consiste esencialmente en «la transferencia de acti-
vos públicos productivos a empresas privadas. Entre estos activos productivos se
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encuentran los recursos naturales: tierra, bosques, agua, aire. Éstos son activos que
el Estado posee en nombre del pueblo al que representa [...]. Arrebatárselos para
venderlos a empresas privadas representa un proceso de desposesión bárbaro, a una
escala sin precedentes en la historia» [Harvey, 2003, 127].

Una segunda característica de la nueva gobernabilidad es que la acumula-
ción por desposesión debe ser compensada, necesariamente, por políticas socia-
les, porque estructuralmente la hegemonía del capital financiero genera exclusión
y marginalización de la fuerza de trabajo. Los emprendimientos mineros andinos,
las cincuenta millones de hectáreas sembradas con soja y los cultivos forestales,
casi no necesitan mano de obra, pero sí mucha agua que es devuelta contaminada
con mercurio y agrotóxicos. El modelo extractivista, a diferencia del modelo in-
dustrial que necesita obreros en la producción y obreros en el consumo (o sea en la
producción y en la realización del plusvalor), puede funcionar con máquinas auto-
matizadas y robots, y no necesita consumidores ya que las commodities se venden
en países remotos.

Por esta razón, una vez deslegitimada la era de las privatizaciones, el modelo
extractivista debe ser pilotado por gobiernos progresistas, que son los más aptos
para lidiar con la resistencia social ya que provienen de ella. Harvey señala, con
total acierto, que los movimientos que se levantaron contra la acumulación por
desposesión «emprendieron por lo general una vía política propia, en algunos ca-
sos muy hostil a la política socialista» (Harvey, 2003, 130). Pero no nos dice qué
sucede con los movimientos sociales cuando el mismo modelo es dirigido por una
parte de la coalición que encabezó las revueltas. Cuando se dice que América
Latina es un laboratorio de resistencias sociales, debería no olvidarse que, en para-
lelo, es también un banco de ensayo de programas para aplacar las insurgencias
sociales. Como las necesidades de los más pobres no se calman con discursos, por
más radicales que sean, parece necesario indagar cómo se fueron construyendo los
mecanismos capaces de aplacar la conflictividad social de carácter territorial, cla-
ve para lubricar las nuevas gobernabilidades.

Políticas sociales para garantizar la estabilidad

Pese a la variedad y diversidad de situaciones, una primera constatación es la
ampliación cuantitativa de beneficiarios de las políticas sociales. En Brasil el Plan
Bolsa Familia alcanza a casi cincuenta millones de personas, un 30 % de la pobla-
ción, mientras que en algunos estados del nordeste los beneficiarios alcanzan al
65 % de los habitantes. Aunque Brasil es el país donde la cobertura tiene mayor
amplitud, en ningún caso las cifras bajan del 15-20 % de población total que es
asistida por políticas sociales. En toda la región los beneficiarios son más de cien
millones de pobres que, por un lado, han mejorado su situación material, pero por
otro lado tienen ahora menos motivos para organizarse en movimientos sociales.
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Sin embargo, lo más destacable son los cambios introducidos respecto a la
primera generación de políticas sociales, precisamente por la magnitud de la pro-
blemática que se pretende abordar. Uno de los más destacados teóricos latinoame-
ricanos sobre el tema sintetizaba años atrás la necesidad de introducir cambios de
fondo en las políticas focalizadas y compensatorias hacia la pobreza, hegemóni-
cas en ese período: «La masividad de la exclusión y degradación del trabajo asala-
riado y por cuenta propia existente requiere un cambio de visión. La política social
asistencialista dirigida a compensar los estragos que genera la economía es inefi-
caz y reproduce e institucionaliza la pobreza» (Coraggio, 2004, 318).

La propuesta tiene una doble dimensión: a escala general romper con las
políticas privatizadoras y de retirada de los Estados que caracterizaron la década
de 1990, y a escala local y territorial, espacios donde las políticas sociales se
plasman en intervenciones concretas, «promover no la pasividad sino la actividad
de la gente» (Coraggio, 2004, 319), para que se integre o ponga en pie iniciativas
que redunden en un aumento de sus ingresos. La demanda de activismo social,
individual y colectivo, supone un giro radical respecto al anterior concepto del
«beneficiario» como objeto pasivo de políticas compensatorias ancladas en las
transferencias monetarias. De ese modo, la nueva generación de políticas sociales
entronca con la oleada de movilizaciones que fue el signo característico de los
noventa en la región, aprovechando y sumándose al universo de organizaciones y
movimientos sociales para integrarlos a las nuevas políticas.

Por cierto, este proceso no fue gradual ni uniforme, y no se registró en todos
los países con idéntica intensidad. Pretendo rastrear el caso del apoyo estatal a los
proyectos socio-productivos, o economía solidaria, por considerar que se trata de
uno de los virajes más profundos en materia de políticas sociales que afectan —o
pretenden hacerlo— a la gobernabilidad, al establecer nuevas relaciones socie-
dad-Estado.

Debe comprenderse que no se trata, solamente, de una cuestión cuantitativa
respecto a los recursos, sino de «redireccionamiento de los recursos de las políti-
cas sociales» (Coraggio, 2004, 314), en el convencimiento de que la reinserción
social de los excluidos demanda un largo proceso de intenso trabajo (que Corag-
gio estima en un mínimo de una década) pero sobre todo de comprobar los límites
del asistencialismo como elemento de superación de la exclusión. En suma, el
cómo tiene tanta o mayor importancia que lo que se quiere hacer. De ahí la pro-
puesta de «“meterse” con la economía para cambiar la situación actual» (Corag-
gio, 2004, 319). En este punto se desarrolla una propuesta que no pretende inventar
sino aprovechar el impulso de los movimientos sociales para encauzar un conjun-
to de energías que, sobre la base del activismo que generó miles de emprendimien-
tos productivos para paliar la miseria, permita profundizar y mejorar esas iniciati-
vas para encauzarlas en el doble sentido de integración social y desarrollo nacional.

En esa dirección, los gobiernos progresistas del Cono Sur supieron compren-
der el fenómeno e interpretaron con audacia teórica y prácticas novedosas, las rup-
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turas implícitas en la nueva generación de movimientos, en gran medida porque sus
cuadros y administradores provienen del corazón de ese nuevo activismo de base,
de fuerte impronta territorial. La experiencia de la emergencia social de 1989 a raíz
de la hiperinflación en Argentina, permitió leer la respuesta de los municipios du-
rante la emergencia de 2001 de un modo más complejo. El punto de partida puede
haber sido similar, en el sentido de que «los municipios argentinos volvieron a
lanzar ráfagas de lentejas, polenta y leche en polvo, evitando el estallido social y
protegiendo nuestra democracia» (Clemente; Girolami, 2006, 9). Pero cuando se
posa la mirada en lo sucedido en el territorio, se coloca el énfasis en el «análisis de
los vínculos, conflictivos y cooperativos, que se establecieron en la crisis entre los
gobiernos locales y las organizaciones sociales —especialmente aquéllas surgidas
en la protesta social de los noventa—» (Clemente; Girolami, 2006, 11).

Pese a la intensidad de la crisis (la pobreza en Argentina alcanzó el 54,3 % y
la indigencia al 27,7 % de la población) y la potencia del conflicto (10.000 cortes
de rutas y calles en 2002, asalto a supermercados y decenas de muertos en 2001),
se comprendió que la disrupción fue una oportunidad para generar nuevos canales
para atender demandas sociales insatisfechas. La crisis y la emergencia social,
además de un amplio movimiento social territorial de los desocupados, activaron
nuevas capacidades: de generar consenso, de organización social y de contención
de las familias. «La gestión de emergencia pone en juego y/o incentiva el desarro-
llo de diferentes capacidades que, si bien son propias de la gestión pública, no es
habitual verlas en conjunto desplegadas en el campo de la política social» (Cle-
mente; Girolami, 2006, 92).

El no haber negado o reprimido el conflicto, el empeño en procesarlo y cana-
lizarlo para mantener la gobernabilidad, llevó a un grupo de profesionales —una
parte de los cuales ocuparon luego cargos destacados en ministerios de desarrollo
social— a comprender la necesidad de contar con los movimientos para —preci-
samente— asegurar esa gobernabilidad que parecía escaparse de sus manos en los
momentos álgidos de la crisis. Por eso existe cierto consenso en que la crisis fue la
partera de la nueva generación de políticas sociales. Entre las capacidades que
activa la crisis, aparece la fuerte interacción entre organizaciones sociales y Esta-
do, que convirtió a las primeras, más allá de su propia voluntad, «en una extensión
operativa de las políticas municipales destinadas a paliar la crisis» (Clemente;
Girolami, 2006, 97). Dicho de otro modo, la movilización social abre las puertas a
nuevas articulaciones territoriales para plasmar políticas sociales, en las que des-
tacan los municipios, las iglesias, las organizaciones empresariales, las organiza-
ciones sociales tradicionales (sindicatos, asociaciones de fomento, cooperativas)
y los nuevos movimientos (piqueteros, asambleas barriales).

La movilización social pasa de ser considerada un problema a visualizarse
como una oportunidad. Junto a la lógica ascendente de la demanda social, aparece
una inversa —pero complementaria— cuyo sujeto es el Estado pero ahora com-
partida con los actores territoriales: «Al mismo tiempo se genera desde el poder
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local una lógica descendente en donde la existencia de estas organizaciones cons-
tituye canales para la asistencia social del Estado y el punto más próximo para la
llegada de políticas sociales focalizadas territorialmente en las familias beneficia-
rias» (Clemente; Girolami, 2006, 57).

Esta ida y vuelta fue captada por las autoridades del área social como una
oportunidad para modificar la primera generación de políticas sociales, que en los
hechos habían sido desbordadas por la fenomenal demanda provocada por la cri-
sis de 2001. Pero para dar ese paso hacía falta contar con las organizaciones, no en
el sentido de usarlas como apoyo o vehículo de las políticas sociales sino para
poder co-construir esas políticas de modo que tuvieran mayor legitimidad y más
profundidad en el territorio. Puede decirse que se actuó con pragmatismo, pero lo
cierto es que un grupo de analistas y gestores fueron capaces de ver la oportunidad
que se presentaba ya que «en el territorio se tejió lo que podríamos graficar como
un amplio tejido de contención al que se sumaron progresivamente actores socia-
les hasta el momento ausentes, como los empresarios y los gremios, y otros que
estaban actuando desde la protesta, como el movimiento de desocupados» (Cle-
mente; Girolami, 2006, 86).

En este punto actúan como mínimo dos elementos adicionales, ambos vin-
culados a una nueva comprensión de los cambios introducidos por el modelo
neoliberal. Por un lado, los efectos de la crisis de la sociedad salarial y los proble-
mas estructurales del mercado de trabajo, que llevan a los excluidos a la búsque-
da de formas de autoempleo «que se evidencian en la generación de microempre-
sas, empresas recuperadas, emprendimientos familiares, ferias sociales, redes de
trueque, de comercio justo y de microcrédito» (Arroyo, 2009, 88). El Estado
reconstruido tras el estallido social de 2001, ve en la consolidación de la econo-
mía social un actor para generar políticas de desarrollo con integración. Eso ex-
plica el interés del Estado, no sólo en Argentina sino de modo muy destacado en
Brasil y Uruguay, entre otros, por fortalecer un sector que abre la posibilidad de
promover desarrollo económico en direcciones diferentes a las que pregona la
economía de mercado.

En segundo lugar, se busca superar la pobreza con medidas que apuntan,
además de hacia una nueva economía, hacia un concepto más dinámico de ciuda-
danía y menos atado a una mirada reduccionista que cosifica a los pobres como
«beneficiarios». Daniel Arroyo, ex ministro de Desarrollo Social de la provincia
de Buenos Aires y ex secretario de Políticas Sociales del Ministerio de Desarrollo
Social, apunta en esa dirección:

No se logra la integración social garantizando la supervivencia de las personas, sino
que se afirma en el derecho de todos a vivir dignamente en una sociedad sin exclui-
dos y la inclusión depende significativamente de la participación popular en la vida
comunitaria en un ejercicio pleno y activo de la ciudadanía [Arroyo, 2009, 125].
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Estas formas de encarar la superación de la pobreza llevaron a las autorida-
des ministeriales a prestar especial atención a la economía social o solidaria. Mien-
tras el contrato social que dio origen al welfare, de especial importancia en Argen-
tina y Uruguay, que se resumía en riesgo para el capital y seguridad para el trabajo,
el modelo desregulador invirtió la ecuación haciendo que «la inseguridad sea par-
te de la vida cotidiana de los trabajadores y la seguridad figure como atributo
exclusivo del capital» (Arroyo, 2009, 127). Para modificar esta ecuación, sin crear
pánico en los capitalistas, se propone en sintonía con Pierre Rosanvallon, «la pro-
moción de empleos de proximidad y el aprovechamiento de las redes territoriales
para la generación de empleo y la redefinición de los seguros sociales» (Arroyo,
2009, 126).

Los proyectos socio-productivos o la gobernabilidad a escala micro

Existe cierto consenso en que los llamados proyectos socio-productivos, la econo-
mía social o economía solidaria, han venido creciendo desde la implementación
del modelo neoliberal y que es una de las principales derivaciones de la crisis de
ese modelo entre 1998 y 2002. En Brasil la economía solidaria ocupa un papel
destacado al punto que mereció la creación de una Secretaría Nacional (SENAES)
en el Ministerio de Trabajo encabezada por el economista Paul Singer. El I Con-
greso Nacional de Economía Solidaria, celebrado en 2006, fue convocado por los
ministerios de Trabajo, Desarrollo Social y Desarrollo Agrario. El reglamento de
la conferencia estableció que se eligieran más de mil delegados en las conferen-
cias estatales, de los cuales la mitad representaron a los emprendimientos de eco-
nomía solidaria, una cuarta parte a órganos del poder estatal y la otra cuarta parte
a entidades de la sociedad civil (Ministério do Trabalho e Emprego, 2006). Un
movimiento que cuenta con 15.000 emprendimientos económicos de base y
1.200.000 asociados fue institucionalizado, al punto de integrarse a las políticas
de desarrollo del gobierno federal.

Se trata de un movimiento social nacido contra el modelo, que ahora es pro-
movido como estrategia y política de desarrollo. Paul Singer sostuvo, en el marco
de la I Conferencia, que la economía solidaria «revierte la lógica capitalista al
oponerse a la explotación del trabajo y de los recursos naturales, mediante la emer-
gencia de un nuevo actor social», que en su opinión puede «superar las contradic-
ciones propias del capitalismo, lo que caracteriza su actuación como un proceso
revolucionario» (Ministério do Trabalho e Emprego, 2006, 11). Llega más lejos al
definir, en consonancia con el gobierno de Lula, a la economía solidaria como
«heredera de las más remotas luchas de emancipación popular», y destacar su
capacidad para «construir una sociedad sin clases, la sociedad socialista» (Minis-
tério do Trabalho e Emprego, 2006, 11). Por discutible que pueda parecer la posi-
ción oficialista, llama la atención que en el mismo texto Singer sostenga que ese
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potencial emancipatorio no puede realizarse sin la intervención del Estado a través
de sus políticas sociales:

Como el desarrollo solidario es promovido por comunidades pobres, necesitan del
apoyo de los órganos gubernamentales, de los bancos públicos, ONG, universidades
y organizaciones autónomas de fomento para identificar y desarrollar sus potencia-
lidades socioeconómicas, étnicas y culturales. Un desarrollo sustentable con distri-
bución de renta, mediante un crecimiento económico con protección de los ecosiste-
mas, requiere alianzas entre las organizaciones solidarias del campo y de la ciudad
con los poderes públicos en las tres áreas de gobierno [Ministério do Trabalho e
Emprego, 2006, 11].

En el caso argentino la intencionalidad estatal es similar. Se hace un parale-
lismo entre la hiperinflación de 1989 y la devaluación de 2001. Mientras la prime-
ra «instaló las ollas populares como base de lo que luego serían los comedores
comunitarios, la devaluación impulsa las estrategias de la economía social como
búsqueda de respuestas a la falta de ingresos» (Clemente; Girolami, 2006, 131).
La línea de trabajo consiste en «construir con» ya que la definición unilateral por
el Estado de las políticas sociales ha demostrado que presenta límites insupera-
bles. Se procede a una suerte de división del trabajo: el Estado aporta recursos y
personal especializado en tanto las organizaciones de base aportan el conocimien-
to territorial y las relaciones cara a cara con otros desposeídos con los que tienen
vínculos horizontales y de confianza.

En esta nueva fase, las políticas sociales deben ser participativas y por tanto
revalorizan el componente de cooperación y asociatividad como elementos clave
para generar redes de contención de las personas desocupadas. «A más participación
y movilización de los sectores afectados, más posibilidad de referenciar el problema
de la desocupación como un problema social y no como déficit personal, lectura que
favorece el desarrollo de las iniciativas socioproductivas como una estrategia de las
organizaciones del propio sector afectado» (Clemente; Girolami, 2006, 135).

Desde el punto de vista estrictamente técnico, se produce un cambio notable:
la asociatividad, la capacidad de organizarse y movilizarse, empata con la necesi-
dad de las políticas sociales de restituir las perdidas capacidades para el trabajo y
la cooperación entre diversos sujetos y diferentes actores en la sociedad. Esas
capacidades son, precisamente, las que desarrollan los pobres organizados en
movimientos y las que los ministerios de Desarrollo Social necesitan potenciar
para que los recursos que vuelcan hacia los territorios de la pobreza no sean dila-
pidados por prácticas clientelares, corrupción o simple ineficiencia burocrática.
Quiero insistir en que apoyar al movimiento social no es sólo una opción política
para los gobiernos progresistas del Cono Sur, sino el mejor modo de invertir con
eficiencia y más probable retorno los recursos siempre escasos con los que cuen-
tan. Haberlo comprendido es una de las rupturas más notables que produjo la
segunda generación de políticas sociales.
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Por el tipo de articulación, centrada en la producción y no en el consumo de subsis-
tencia, la relación de los beneficiarios con el Estado en estos proyectos también
puede ser menos asimétrica. Finalmente, la posibilidad de restablecer saberes rela-
cionados con el trabajo (especialmente oficios), que vuelven a ser socialmente valo-
rados, también contribuye a la construcción de canales de integración social [Cle-
mente, 2006, 136].

El apoyo a los proyectos socioproductivos, hijos de los miles de emprendi-
mientos creados por los piqueteros para multiplicar los escasos recursos que apor-
taba el Estado durante la emergencia social, tiene lecturas y derivaciones diversas.
El Estado fue modificado por la crisis pero también lo fueron las organizaciones
sociales. En marzo de 2005, el programa estatal Manos a la Obra del Ministerio de
Desarrollo Social llegó a financiar 33.861 unidades productivas llegando a un
total de 425.670 pequeños productores (Clemente; Girolami, 2006, 125). Una in-
tervención tan vasta no pudo menos que influir seriamente en el micro-relaciona-
miento interno de los emprendimientos. Éstos ganaron en estabilidad, mejoraron
considerablemente los ingresos de sus participantes y permitieron forjar relacio-
nes de confianza con las instituciones. En suma, lubricaron la gobernabilidad.

Apenas un ejemplo

Durante los años 2001 y 2002, los más graves de la intensa crisis económica,
social y política que vivió Argentina, se crearon gran cantidad de organizaciones
de base, locales o de carácter territorial, para afrontar la sobrevivencia diaria. Se
crearon cientos de asambleas barriales (las estimaciones oscilan entre 300 y 600,
con particular incidencia en Buenos Aires); nacieron varios cientos de grupos de
desocupados (autodenominados piqueteros), que reclamaron bolsas de comida y
planes asistenciales; unas 200 fábricas cuyos propietarios quebraron fueron recu-
peradas por sus trabajadores y puestas a funcionar; los clubes de trueque llegaron
a contar con unos 5 millones de usuarios (Nueva Mayoría, 2002b). En los momen-
tos más difíciles del año 2002, se produjeron entre diez y veinte cortes de ruta por
día y se registraron hasta sesenta cacerolazos en una sola jornada de protesta (Nueva
Mayoría, 2002a).

Con los años, una parte sustancial de esos colectivos desapareció, pero otra
parte no menos importante siguió su andadura aunque se transformó a sí misma
a lo largo del tiempo. Aunque proclaman su autonomía del Estado, casi todos
tienen algún tipo de vínculo con alguna dependencia estatal. Para que lo dicho
líneas arriba no quede como algo abstracto, quiero poner apenas un ejemplo de
los miles que existen, que ilustra los modos de intervención estatal y algunos
cambios que introducen en el funcionamiento de las organizaciones de base.
Con una mirada «micro» espero poder explicar lo que entiendo como «nuevas
gobernabilidades».
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La Cooperativa La Cacerola es una experiencia vecinal en un barrio de
Almagro, un sector de clase media de Buenos Aires duramente castigado por la
crisis. La asamblea barrial que comenzó a funcionar en la plaza Almagro a raíz
del levantamiento popular del 19 y 20 de diciembre de 2001, ensayó como tan-
tas otras diversas formas de economía solidaria: club de trueque, compras co-
munitarias, ferias comunales y actividades culturales. En la asamblea había un
ex panadero cuyo pequeño comercio había quebrado, pero le quedaban algunas
máquinas y había muchos desocupados. Al principio todo fue muy precario:
salían a vender pan por las calles, oficinas y centros de estudio, apoyándose en
la extensa solidaridad que reinaba en la época (Movimiento por la Economía
Solidaria, 2005). La venta ambulante fue durante meses la principal forma de
ingresos del colectivo.

En esa primera etapa todo era improvisación y solidaridad, no tenían hora-
rios de trabajo, improvisaban y resolvían los problemas con base en la coopera-
ción espontánea de los siete primeros integrantes de la panadería. En setiembre de
2003, una asamblea del barrio decide crear la cooperativa con diez integrantes que
acondicionan un galpón (abandonado y con ratas según los vecinos) cedido por el
municipio. Casi todos los que trabajaban en el acondicionamiento del local reci-
bían transferencias monetarias (unos 70 dólares) por estar desocupados. Contaban
sólo con dos pequeños hornos pero el Plan Manos a la Obra, del Ministerio de
Desarrollo Social, les donó unos diez mil dólares para la compra del resto de la
maquinaria. Ese mismo mes, La Cacerola fue la primera cooperativa en integrarse
al circuito de 20 concesionarias alimentarias del gobierno con el que se proveía de
merienda a 24 escuelas secundarias. En 2003 la Dirección de Cooperadoras y
Comedores Escolares del Ministerio de educación, ofrecía 120.000 desayunos,
60.000 almuerzos y 30.000 sándwiches a escuelas primarias y jardines.

La Cacerola comenzó produciendo mil sándwiches diarios en 2003 que para
2007 ya eran 3.700 viandas diarias que compraba el Estado. Además mantienen
una producción diaria de panes, galletas y pizzas que siguen vendiendo en peque-
ños comercios y espacios solidarios del barrio. Sin embargo, el grueso de la pro-
ducción y la parte que mantiene a la cooperativa en pie es la compra estatal.

Para poder cumplir sus compromisos, la cooperativa debió profesionalizar-
se. En 2007 ya eran 39 trabajadores (la mitad mujeres), que percibían un salario
estable algo superior al mínimo legal, pero en todo caso el doble que cuando
comenzaron. Dejaron de lado el voluntarismo, adoptaron tres turnos de ocho ho-
ras, formalizaron relaciones con los proveedores, establecieron una división es-
tricta del trabajo y fortalecieron el papel del Consejo Administrativo que cuenta
con cargos electos y personal especializado en administración y control de cali-
dad. Debieron cumplir las normas de higiene y seguridad que impone el Estado, y
para esto remodelaron el edificio donde funciona la cooperativa. Tienen un acuer-
do con la Universidad estatal para cursar estudios de Ingeniería Alimentaria que
les permita una capacitación permanente del personal.
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Aunque La Cacerola sigue siendo un proyecto político, forma parte del movi-
miento de economía solidaria, han abierto un restaurante que abastecen con la pro-
ducción propia y un centro cultural y social en el mismo edificio, el éxito de esta
experiencia y su durabilidad en el tiempo no habría sido posible sin el apoyo estatal.
Ese apoyo se ha institucionalizado y tiene algunos costos internos para la coopera-
tiva: el estilo horizontal y autónomo con el que nacieron, fue dando paso a una
modulación nueva en la cual la eficiencia requiere fortalecer los órganos de deci-
sión y control. Las asambleas diarias de 2002 dieron paso a asambleas mensuales,
muchas de ellas apenas informativas ya que en el lapso de un mes la directiva debe
tomar decisiones que no pueden consultarse con todos los cooperativistas. Por otro
lado, ya no están en la calle. Como todas las asambleas, nacieron en el espacio
público que fueron abandonando progresivamente, hasta instalar otros espa-
cios semi-públicos como los centros culturales y diversos espacios de esparcimiento.

Más allá del juicio que merezcan experiencias como la referida, parece nece-
sario reflexionar sobre el éxito que obtuvo el Estado al asegurarse la gobernabili-
dad al acompañar estos procesos colectivos. No se trata del hecho contrastado de
que la mayor parte de estos emprendimientos se han convertido en organizaciones
sociales afines al gobierno, sino de dos procesos más sutiles pero no menos con-
tundentes. Las energías que antes dedicaban a la protesta en el espacio público, se
fueron modulando lentamente hacia la producción en el espacio cerrado. O sea,
pasaron de la disrupción a estar integrados en el circuito productivo para-estatal.
Esto se consiguió sin enfrentamiento, sin violencia, a través de negociaciones y
acuerdos firmados. Al lubricar la continuidad de la cooperativa, esos acuerdos
recondujeron la protesta hacia actividades útiles a las instituciones. En 2005, el
gobierno de la Ciudad de Buenos Aires decretó que el 3 % del presupuesto de la
Dirección de Comedores estará destinado a las cooperativas, con lo que se cuenta
con un instrumento legal para fomentar la gobernabilidad a escala territorial.

Por otro lado, la actividad política y social de esta cooperativa, como la de
tantos otros emprendimientos similares, es hoy muy similar a la que realizan los
sindicatos. De hecho La Cacerola se integró junto a la central sindical CTA (Cen-
tral de los Trabajadores Argentinos) en el Plenario de Organizaciones Sociales y
Sindicales, en el que participan sindicatos estatales junto a organizaciones de des-
ocupados, cooperativas, grupos de infancia, de artesanos y ONG. Instancias como
el Plenario, le permiten a infinidad de emprendimientos contar con un paraguas
organizativo para defender los derechos conquistados cuando se modifica la rela-
ción de fuerzas, como sucedió en 2007 al convertirse el empresario conservador
Mauricio Macri en jefe del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Los vínculos
con sindicatos y centrales sindicales son parte de ese viraje organizativo de tantas
organizaciones de base, y a su vez potencian esos cambios que redundan en la
especialización de una parte de sus integrantes en las artes de la administración.

El haber transformado, también de modo gradual y sin conflictos graves, mo-
vimientos contestatarios, horizontales y autónomos en organizaciones sociales es-
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tructuradas como instituciones, es parte esencial del nuevo arte de gobernar o, si se
prefiere, de «desarrollar el Estado en el seno de esa práctica consciente de los hom-
bres» (Foucault, 2006, 290). Y en la medida en que Estado no es cosa sino relación,
las técnicas de gobierno cobran un lugar central. Cuando ya no estamos ante movi-
mientos sociales sino en «sociedades en movimiento» (Zibechi, 2003), para asegu-
rar la gobernabilidad sería contraproducente negar, reprimir o inhibir el movimien-
to; se trata, por el contrario, de apoyarse en la realidad de ese fenómeno, no intentar
impedirlo, sino poner en juego otros elementos de lo real a fin de que el fenómeno,
en cierto modo, se anulara a sí mismo (Foucault, 2006, 79).

Desafíos de los movimientos ante las políticas sociales

En esta nueva fase son los movimientos los que afrontan un problema nuevo, para
el que no estaban preparados. La gobernabilidad en el escenario nacional, o regio-
nal, está anclada, y prefigurada, en miles de microespacios como los descritos, y la
una no podrá comprenderse sin los otros. La relación entre los gobiernos progre-
sistas de la región sudamericana y los movimientos sociales de nuevo cuño, pasa
necesariamente por esos espacios y esos territorios donde el modelo inspirado en
el Consenso de Washington resultó depredador del vínculo social. Porque la legi-
timidad de los gobiernos no se juega principalmente en el terreno de las políticas
macro, menos aún en el de los derechos universales, sino en su papel como pro-
veedor de bienestar de la población (Chatterjee, 2007). Fue precisamente en el
período de la emergencia, al mostrarse capaz de garantizar por lo menos la alimen-
tación básica diaria de millones de pobres y empobrecidos, cuando el Estado ar-
gentino comenzó a remontar la aguda deslegitimación provocada por la última
dictadura militar (1976-1982) y por una década de neoliberalismo depredador
(1990-2000). Otros Estados cosechan su legitimidad, en gran medida, también por
los resultados de sus políticas sociales.

El problema mayor que afrontan los movimientos nacidos en la última déca-
da, es que el modelo neoliberal, o más precisamente la acumulación por despose-
sión y el extractivismo, está lejos de haber sido superado. En toda la región este
modelo se ha profundizado agravando las contradicciones sociales y ambientales,
generando lo que el sociólogo brasileño Francisco de Oliveira define como «hege-
monía al revés» (De Oliveira, 2007). En su opinión, lejos de acotar la autonomía
del mercado, el gobierno Lula siguió la senda abierta por los presidentes Fernando
Collor (1990-1992) y Fernando Henrique Cardoso (1995-2003), ya que «sólo ha
aumentado la autonomía del capital, retirando a las clases trabajadora y política
cualquier posibilidad de disminuir la desigualdad social y aumentar la participa-
ción democrática» (De Oliveira, 2009). El modelo neoliberal sigue funcionando
pero ya no gira en torno a las privatizaciones, la apertura económica y las desregu-
laciones, sino que se ha volcado en la apropiación de los bienes comunes. En todo
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caso, la desigualdad sigue creciendo pese a las políticas sociales (que en Brasil
representan apenas el 1 % del PIB), los bancos tienen las mayores ganancias de su
historia y el crecimiento económico se basa en exportaciones de commodities
agropecuarias y mineral de hierro, en una suerte de reprimarización de la estructu-
ra productiva del país. Es el camino que siguen los países de la región, más allá de
las fuerzas políticas encargadas de administrar el gobierno.

Las políticas sociales acompañan y «compensan» la profundización del mo-
delo neoliberal. Han conseguido la práctica desaparición de los movimientos so-
ciales pero, sobre todo, consiguen despolitizar la pobreza y la desigualdad al trans-
formarlas «en problemas de administración» (De Oliveira, 2007). Los debates en
torno a la pobreza demuestran la justeza de esta apreciación, ya que aparecen
centrados en cuestiones técnicas y operativas en las que se evaporan los conceptos
de opresión y explotación y las causas estructurales de la desigualdad. La simultá-
nea profundización del modelo neoliberal y la extensión de programas sociales
como Bolsa Familia, nos colocan frente a un fenómeno nuevo, que exige nuevas
reflexiones. De Oliveira sostiene que los programas sociales no están integrando a
las clases dominadas, como sostienen muchos analistas, sino apenas mejorando
sus ingresos. El nuevo escenario, desde el triunfo electoral de Lula en 2002, impo-
ne repensar el arsenal teórico con el que se aborda la realidad. Sostiene que las
clases dominadas han conseguido la dirección de la sociedad, pero al precio de
legitimar el capitalismo salvaje:

Estamos frente a una nueva dominación: los dominados realizan la «revolución moral»
—derrota del apartheid en Sudáfrica; elección de Lula y Bolsa Familia en Brasil—
que se transforma, y se deforma, en capitulación ante la explotación desenfrenada.
En los términos de Marx y Engels, de la ecuación «fuerza+consentimiento» que
conforma la hegemonía, desaparece el elemento «fuerza». Y el consentimiento se
transforma en su contrario: no son más los dominados los que consienten su propia
explotación. Son los dominantes —los capitalistas y el capital— quienes consienten
en ser políticamente conducidos por los dominados, a condición de que la «direc-
ción moral» no cuestione la forma de explotación capitalista. Es una revolución
epistemológica para la cual aún no tenemos la herramienta teórica adecuada. Nues-
tra herencia marxista gramsciana puede ser el punto de partida, pero ya no es el
punto de llegada [De Oliveira, 2007].

Para los movimientos es el peor escenario imaginable, si se piensa en térmi-
nos de larga duración y de emancipación. Que las clases dominantes acepten ser
gobernadas por quienes se proclaman representantes de los de abajo, es, por un
lado, el precio que debieron pagar ante la irrupción masiva de ese abajo organizado
en movimientos.* Supone, en paralelo, un cambio cultural de larga duración en la

* Excluyo los casos de Bolivia y Venezuela donde las clases dominantes están viendo afecta-
dos sus intereses.
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relación entre dominantes y dominados, sobre todo en aquellos países —la mayor
parte de los de la región— donde ha gobernado una oligarquía formada durante el
período colonial que ha mostrado hondo desprecio por los sectores populares.

Hasta el momento existen escasos debates sobre esta nueva realidad. La mayor
parte de los movimientos y de los intelectuales de izquierda siguen empeñados en
visualizar a los gobiernos progresistas como el mal menor, ante el temor de la
restauración de las derechas conservadoras, con las cuales algunas izquierdas tie-
nen cada vez menos diferencias. El problema podría formularse, como lo hace el
Grupo Acontecimiento, de la siguiente manera: «¿Cómo actuar en el interior de un
campo en el que conviven el deseo de inventar —aquí y ahora— una nueva radi-
calidad política y, al mismo tiempo, vernos constantemente obligados a quedar
por fuera de los procesos que se nos plantean día a día?» (Grupo Acontecimiento,
2009, 7).

Para superar esta difícil situación, que algunos califican como «impasse»
(Colectivo Situaciones, 2009), los movimientos y el pensamiento crítico deberían
encarar cuatro desafíos ineludibles, que paso a comentar.

1) El tipo de régimen político que corresponde a un período signado por la
acumulación por desposesión y el modelo extractivista no es el mismo que corres-
pondió al período de sustitución de importaciones y al desarrollo industrial que
permitieron construir un Estado del Bienestar, aun con todas las limitaciones que tuvo
en América Latina. Vivimos bajo regímenes electorales que permiten la rotación
de los equipos dirigentes pero bloquean cambios estructurales, salvo que existan
desbordes desde abajo que impongan la búsqueda de nuevos modelos. En suma,
democracias restringidas, tuteladas por el poder blando de los medios masivos de
comunicación que condicionan y acotan la agenda política, y el poder duro del
imperio, el capital financiero y las multinacionales, que amenazan con desestabi-
lizar los gobiernos que buscan implementar cambios de fondo. El Estado no podrá
ser, por tanto, la palanca principal de los cambios necesarios. Para que sean posi-
bles, resulta indispensable la irrupción de los sectores populares organizados en
movimientos.

2) En la coyuntura actual, en sentido riguroso no podemos ya seguir hablan-
do de movimientos sociales sino de organizaciones sociales. Éstas se caracterizan
por la existencia de jerarquías internas y división del trabajo entre quienes toman
decisiones y los que las ejecutan, que vienen a sustituir los mecanismos de demo-
cracia directa que caracterizan a los movimientos. Estas organizaciones tienen
además presupuestos fijos, fuentes de recursos regulares, formación política y
técnica propia, equipamientos y sector administrativo, como parte de la estatiza-
ción de la sociedad civil (Instituto Humanitas Unisinos, 2009). Muchos movi-
mientos que han sido formateados por la cooperación internacional y las políticas
sociales presentan un perfil muy similar, si no idéntico, al de las ONG con las que
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mantienen fluidos lazos y relaciones de dependencia económica e intelectual. Una
de las consecuencias es la profesionalización de los equipos dirigentes de los mo-
vimientos.

No será posible recuperar el protagonismo de los movimientos sociales sin el
retorno a las prácticas de base y una clarificación conceptual que lleve a desechar
ideas inseridas en el cuerpo social por la cooperación. O sea, el retorno al conflicto
como eje estructurador de los movimientos y de su análisis y comprensión de la
realidad. El concepto de sociedad civil, a través del cual se trasmite la propuesta
política de trabajar por una sociedad armónica integrada por actores que buscan el
consenso y actúan a través de él, es uno de los varios legados de la cooperación
(Pérez Baltodano, 2006).

3) Es necesario comprender las políticas sociales no como «conquistas»
sino como la forma de gobernar y contener a los pobres para permitir la privatiza-
ción de los bienes comunes. El actual modelo extractivista no es sostenible sin
políticas sociales porque inhibe la distribución de renta, excluye a amplios secto-
res de la población ya que no necesita ni trabajadores ni consumidores, es polari-
zador y fomenta la militarización de los espacios que controla. Propongo que las
políticas sociales sean entendidas como un nuevo panóptico, como el modo de
control y disciplinamiento a cielo abierto de las muchedumbres que se apiñan en
las periferias urbanas. El problema más grave, que a menudo obtura la compren-
sión del dispositivo, es que las mallas de la dominación están tejidas ahora con
las mismas hebras que sustentaron la resistencia: los movimientos troquelados
como organizaciones.

4) El punto final, el más complejo y polémico, es el que deriva del análisis
que hace De Oliveira: la política es sustituida por la administración, el conflicto
por el consenso, disminuye la participación democrática pero aumenta la autono-
mía del capital. «El lulismo es una regresión política, la vanguardia del atraso y el
atraso de la vanguardia» (De Oliveira, 2009). Excluyendo una vez más los casos
de Bolivia y Venezuela, resulta imperioso clarificar de qué se trata, desde una
mirada de larga duración y desde la tensión por la emancipación social, este con-
junto de procesos que hemos denominado como «gobiernos progresistas». Si mi-
ramos la realidad desde las urgencias de los más pobres y desde las relaciones
interestatales, con especial atención en la relación con Estados Unidos, no cabe
duda de que estos gobiernos son un paso adelante. Pero si los observamos en
perspectiva, posando la mirada en la continuidad de un modelo que privatiza los
bienes comunes y polariza las sociedades profundizando la exclusión, el resultado
aparece mucho menos claro.

Peor aún si nos fijamos en la pérdida de poder de los oprimidos, que en estos
años han visto evaporarse la potencia de sus organizaciones y son cada vez más
dependientes de las ayudas estatales para sobrevivir, porque sus territorios —rura-
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les y urbanos— han sido ocupados por el capital financiero en las diversas formas
que asume de especulación inmobiliaria, apropiación y destrucción de la naturale-
za. En el horizonte, no aparecen aún signos de reactivación del conflicto como
señal de que los de abajo están recuperando su capacidad de actuar políticamente.
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